
Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles,  

Inhumanos o Degradantes 

[…] 

 

Artículo 5 

 

1. Todo Estado Parte dispondrá lo que sea necesario para instituir su jurisdicción sobre los 

delitos a que se refiere el artículo 4 en los siguientes casos: 

a) Cuando los delitos se cometan en cualquier territorio bajo su jurisdicción o a bordo de una 

aeronave o un buque matriculados en ese Estado; 

b) Cuando el presunto delincuente sea nacional de ese Estado; 

c) Cuando la víctima sea nacional de ese Estado y éste lo considere apropiado. 

 

2. Todo Estado Parte tomará asimismo las medidas necesarias para establecer su jurisdicción 

sobre estos delitos en los casos en que el presunto delincuente se halle en cualquier territorio 

bajo su jurisdicción y dicho Estado no conceda la extradición, con arreglo al artículo 8, a 

ninguno de los Estados previstos en el párrafo 1 del presente artículo. 

 

3. La presente Convención no excluye ninguna jurisdicción penal ejercida de conformidad con 

las leyes nacionales. 

 

Artículo 6 

 

1. Todo Estado Parte en cuyo territorio se encuentre la persona de la que se supone que ha 

cometido cualquiera de los delitos a que se hace referencia en el artículo 4, si, tras examinar 

la información de que dispone, considera que las circunstancias lo justifican, procederá a la 

detención de dicha persona o tomará otras medidas para asegurar su presencia. La detención 

y demás medidas se llevarán a cabo de conformidad con las leyes de tal Estado y se 

mantendrán solamente por el período que sea necesario a fin de permitir la iniciación de un 

procedimiento penal o de extradición. 

2. Tal Estado procederá inmediatamente a una investigación preliminar de los hechos. 

3. La persona detenida de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo tendrá toda clase 

de facilidades para comunicarse inmediatamente con el representante correspondiente del 

Estado de su nacionalidad que se encuentre más próximo o, si se trata de un apátrida, con el 

representante del Estado en que habitualmente resida. 

 

4. Cuando un Estado, en virtud del presente artículo, detenga a una persona, notificará 

inmediatamente tal detención y las circunstancias que la justifican a los Estados a que se 

hace referencia en el párrafo 1 del artículo 5. El Estado que proceda a la investigación 



preliminar prevista en el párrafo 2 del presente artículo comunicará sin dilación sus 

resultados a los Estados antes mencionados e indicará si se propone ejercer su jurisdicción. 

 

Artículo 7 

 

1. El Estado Parte en el territorio de cuya jurisdicción sea hallada la persona de la cual se 

supone que ha cometido cualquiera de los delitos a que se hace referencia en el artículo 4, 

en los supuestos previstos en el artículo 5, si no procede a su extradición, someterá el caso a 

sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento. 

2. Dichas autoridades tomarán su decisión en las mismas condiciones que las aplicables a 

cualquier delito de carácter grave, de acuerdo con la legislación de tal Estado. En los casos 

previstos en el párrafo 2 del artículo 5, el nivel de las pruebas necesarias para el 

enjuiciamiento o inculpación no será en modo alguno menos estricto que el que se aplica en 

los casos previstos en el párrafo 1 del artículo 5. 

 

3. Toda persona encausada en relación con cualquiera de los delitos mencionados en el artículo 

4 recibirá garantías de un trato justo en todas las fases del procedimiento. 

 

Artículo 8 

 

1. Los delitos a que se hace referencia en el artículo 4 se considerarán incluidos entre los delitos 

que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición celebrado entre Estados Partes. 

Los Estados Partes se comprometen a incluir dichos delitos como caso de extradición en 

todo tratado de extradición que celebren entre sí en el futuro. 

 

2. Todo Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de un tratado, si recibe de otro 

Estado Parte con el que no tiene tratado al respecto una solicitud de extradición, podrá 

considerar la presente Convención como la base jurídica necesaria para la extradición 

referente a tales delitos. La extradición estará sujeta a las demás condiciones exigibles por el 

derecho del Estado requerido. 

 

3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado reconocerán 

dichos delitos como casos de extradición entre ellos, a reserva de las condiciones exigidas 

por el derecho del Estado requerido. 

 

4. A los fines de la extradición entre Estados Partes, se considerará que los delitos se han 

cometido, no solamente en el lugar donde ocurrieron, sino también en el territorio de los 

Estados obligados a establecer su jurisdicción de acuerdo con el párrafo 1 del artículo 5. 

 

Artículo 9 

 



1. Los Estados Partes se prestarán todo el auxilio posible en lo que respecta a cualquier 

procedimiento penal relativo a los delitos previstos en el artículo 4, inclusive el suministro 

de todas las pruebas necesarias para el proceso que obren en su poder. 

 

2. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumben en virtud del párrafo 1 del 

presente artículo de conformidad con los tratados de auxilio judicial mutuo que existan entre 

ellos. 

 

 

 


